
1 
 

 

  

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLITICAS 

 

ALUMNA  :   JESUS GUZMAN SALAZAR 

TRABAJO DE SUFICIENCIA PROFESIONAL:     EL PROCESO DE AMPARO 

COMO VÍA IDÓNEA PARA LA INAPLICACION DE LA LEY N° 29766, LEY QUE 

CONTIENE EFECTOS RETROACTIVOS: A  PROPÓSITO DE LA SENTENCIA 

N° 02053-2013-PA/TC 

FECHA DE SUSTENTACIÓN: 25 DE SETIEMBRE DEL 2016 

 

 

 

 

2016 

 

 

 

 

 

 



2 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



3 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

A mi familia, por el 

inmenso apoyo recibido 

a lo largo de todos estos 

años. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



4 
 

ÍNDICE  

 

1) INTRODUCCIÓN……………………………………………………………… 7 

2) MARCO TEÓRICO…………………………………………………………….9 

2.1) Principio de  irretroactividad y su regulación en nuestro ordenamiento 

jurídico……………………………………………………………………….9 

2.1.a) ¿Qué es el principio de irretroactividad? 

2.1.b) De la retroactividad en materia tributaria. 

2.2) Beneficios tributarios………………………………………………………..11 

2.2.a) Regulación y finalidad de los beneficios tributarios. 

2.3) Del Proceso de Amparo Residual………………………………………….13 

2.3. a) Concepto: ¿Qué derechos tutela? 

2.4) Del control difuso ..………………………………………………………….14 

2.4.a) Aplicación del control difuso  

3) ANÁLISIS DE LA SENTENCIA N° 02053-2013-PA/TC……………….….18 

3.1) Resumen  y análisis de la Sentencia N° 02053-2013-PA/TC……….…18 

3.2) ¿Por qué la Ley  N° 29766 resulta inconstitucional: análisis de lo  

        que señala?..........................................................................................20 

3.3) La acción de amparo como instrumento jurídico idóneo para inaplicar  

      la Ley  N° 29766……………………………………………………………..25 



5 
 

4) CONCLUSIONES…………………………………………………………….27 

5) RECOMENDACIONES ………………………………………………..…..28 

6) BIBLIOGRAFÍA  …………………………………………………………....29 

7) ANEXOS……………………………………………………………………..30 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



6 
 

 

Resumen:  El presente trabajo analiza el principio de irretroactividad que se 

aplica en nuestro ordenamiento jurídico y si éste se encontró vulnerado con la 

aplicación de la Ley N° 29766, ley que “preciso” la vigencia del beneficio 

tributario de reinversión en educación. Asimismo, realiza un análisis de la 

Sentencia N° 02053-2013-PA/TC y si el proceso de amparo, en el que aquella 

se tramita, resulta idóneo para restituir la vulneración del comentado principio.    

Palabras claves: Beneficios Tributarios/ Reinversión en educación /Impuesto 

a la Renta/ Proceso de Amparo/Principio de irretroactividad. 
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INTRODUCCIÓN 

A lo largo de los últimos años se han creado diversos beneficios tributarios con  

la finalidad de incentivar la economía en sectores específicos, educación es uno 

de ellos.  

El Beneficio por Reinversión en Educación permite que las instituciones 

educativas accedan a un crédito tributario cuando inviertan parte de sus rentas 

reinvertirles en determinados ámbitos relacionados con la calidad de 

universitaria, generando así una mejora en el sector educación.  

En la actualidad, nos encontramos en un Estado Constitucional de Derecho, el 

cual tiene como una de sus finalidades la protección y defensa de los derechos 

establecidos en la Constitución. Ello en razón a que es en el citado documento 

donde se regularan los principales derechos que sirven para vivir en una 

sociedad donde se presente un equilibrio y una correcta convivencia entre las 

diferentes personas que viven en la misma. 

De allí la importancia de proteger los principios y derechos regulados en la  

Constitución, principios como el de Irretroactividad de las normas, a efectos que, 

beneficios tributarios, como el antes señalado, se encuentren correctamente 

regulados, aspecto que será materia de análisis en el presente trabajo de 

investigación.  

En el presente trabajo, teniendo en cuenta, la necesidad de la protección y del 

correcto uso que se le debe dar a dicho principio, se analizará por qué éste 

principio es importante, las extensiones que éste implica en materia tributaria y 

las acciones a tener en cuenta cuando dicho principio se encuentre vulnerado. 

Asimismo, se analizara la Ley N° 29766 y si esta contiene o no efectos 

retroactivos que resultarían inconstitucionales y su fundamento. 

De otro lado, se indicará cuál es la vía procesal más adecuada al caso en 

concreto, teniendo en cuenta los pros y contras de las vías procedimentales  a 

analizar.  
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Finalmente se señalarán las conclusiones y recomendaciones respecto de cómo 

regular los beneficios tributarios, a efectos de no concurrir nuevamente, en 

problemas jurídicos de interpretación como el que será materia de análisis.  
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2. - MARCO TEÓRICO 

2.1)  Principio de  Irretroactividad y su regulación en nuestro ordenamiento 

jurídico: 

2.1.a) ¿Qué es el Principio de Irretroactividad?  

La Sentencia Nº 0002-2006-PI/TC, hace un análisis al principio de 

irretroactividad, señalando que las normas rigen a partir del momento de su 

entrada en vigencia y  que carecen de efectos retroactivos1.  

El principio de irretroactividad resulta de aplicación para todo tipo de leyes, no 

solamente para las de derecho privado. La doctrina que ha recogido la 

Constitución en materia tributaria, en relación a éste principio, señala que el 

reconocimiento de una ley referida a un tributo de carácter periódico resultaría 

violatoria del principio de irretroactividad. Éste término ha sido acuñado por los 

tratadistas como la no retroactividad de la ley2.  

El principio de irretroactividad de la norma jurídica se sustenta en criterios como 

la justicia, la autoridad de la ley, confianza, estabilidad en las relaciones jurídicas, 

lógica,  sentido común y moralidad. 

En ese sentido el principio de irretroactividad de las leyes adquiere especial 

relevancia en materia tributaria, sobre todo en materia de hipótesis de incidencia 

tributaria.    

Es así que el profesor Héctor Villegas señala que “Hay irretroactividad cuando la 

ley tributaria rige sólo respeto a los hechos o circunstancias acaecidos a partir 

de su entrada en vigor, hasta el vencimiento del plazo de vigencia o su 

derogación”3.   

Éste se encuentra regulado en el artículo 103° de la Constitución Política, el cual 

señala lo siguiente:  

                                                           
1TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. 2007 EXP. Nº 0002-2006-PI/TC. Sentencia: 16 de mayo de 

2007. Consulta: 19/09/2016 (http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2007/00002-2006-AI.html ).  

2 VILLEGAS, Héctor. Curso de Finanzas, Derecho Financiero y Tributario. 8 Edición. Editorial Astrea. Pág. 
241 
3 Ibídem.  

http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2007/00002-2006-AI.html
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“(...) La ley, desde su entrada en vigencia, se aplica a las consecuencias 

de las relaciones y situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni 

efectos retroactivos; salvo, en ambos supuestos, en materia penal cuando 

favorece al reo(…)”.   

Como podemos apreciar la Constitución vigente ha establecido como principio o 

regla general con relación a la aplicación de la norma en el tiempo la 

Irretroactividad (es decir está prohibida la retroactividad), y como excepción, la 

retroactividad en materia penal, siempre que ésta favorezca al reo. Es decir, 

establece una sola posibilidad de la aplicación retroactiva, en el caso penal. 

2.1.b) De la retroactividad en materia tributaria. 

Señala el profesor Héctor Villegas que “en derecho se entiende que existe 

retroactividad de una ley cuando su acción o poder regulador se extiende a 

hechos o circunstancias acaecidos con anterioridad al inicio de su entrada en 

vigor”4.  

La aplicación retroactiva de la norma es aquella que se da a los hechos, 

relaciones y situaciones que tuvieran lugar antes del momento en que entra en 

vigencia, es decir, antes de su aplicación inmediata. Esta modalidad se basa en 

un principio jurídico en cuya virtud las normas se proyectan hacia el pasado 

cuando señalan condiciones más favorables o benignas para el sujeto.  

2. 1.b.) Aplicación de la norma tributaria en el tiempo.  

- Según la Constitución de 1993:  

El artículo 103 de la Constitución vigente establece que “… la Ley desde su 

entrada en vigencia, se aplica a las consecuencias de las relaciones y 

situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni efecto retroactivo, salvo en 

ambos supuestos, en materia penal, cuando favorece al reo (...) La Ley se 

deroga sólo por otra Ley. También queda sin efecto por sentencia que declara 

su inconstitucionalidad….”  

                                                           
4 Ibidem 
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Por otro lado, el artículo 109° del citado texto señala que “La ley es obligatoria 

desde el día siguiente de su publicación en el diario oficial, salvo disposición 

contraria de la misma ley que posterga su vigencia en todo o en parte”. 

- Según el Código Civil vigente:  

El artículo III del Título Preliminar del Código Civil recoge la teoría de los hechos 

cumplidos, cuando señala “La Ley se aplica a las consecuencias de las 

relaciones y situaciones jurídicas existentes. No tiene fuerza ni efectos 

retroactivos, salvo las excepciones previstas en la Constitución Política del Perú” 

     2.2) Beneficios Tributarios: 

2.2.a) Regulación y finalidad de los beneficios tributarios: 

 Algunos ejemplos de beneficios tributarios contemplados en el Régimen 

Tributario Peruano tenemos a los siguientes: 

• Las inafectaciones y exoneraciones establecidas en los artículos 18° y 19° 

del TUO de la Ley del Impuesto a la Renta5.  

• Ley de Promoción en la Inversión de la Amazonía – Ley No 27037, que 

establece la exoneración del IGV en algunas zonas del territorio de la 

Amazonía.  

 Según la Constitución Política del Perú, ésta señala lo siguiente:  

• Artículo 19°: “Las universidades, institutos superiores y demás centros 

educativos constituidos conforme a la legislación en la materia gozan de 

inafectación de todo impuesto directo e indirecto que afecte los bienes, 

actividades y servicios propios de su finalidad educativa y cultural. En 

materia de aranceles de importación, puede establecerse un régimen 

especial de afectación para determinados bienes. 

                                                           
5 Al respecto el artículo 19 señala lo siguiente: “ (…) b) Las rentas de fundaciones afectas y de 
asociaciones sin fines de lucro cuyo instrumento de constitución comprenda exclusivamente, 
alguno o varios de los siguientes fines: beneficencia, asistencia social, educación, cultural, 
científica, artística, literaria, deportiva, política, gremiales, y/o de vivienda; siempre que destinen 
sus rentas a sus fines específicos en el país; no las distribuyan, directa o indirectamente, entre 
los asociados o partes vinculadas a estos o a aquellas, y que en sus estatutos esté previsto que 
su patrimonio se destinará, en caso de disolución, a cualquiera de los fines contemplados en 
este inciso(…)”. (Resaltado y subrayado nuestro).  
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Las donaciones y becas con fines educativos gozarán de exoneración y 

beneficios tributarios en la forma y dentro de los límites que fije la ley. La 

ley establece los mecanismos de fiscalización a que se sujetan las 

mencionadas instituciones, así como los requisitos y condiciones que 

deben cumplir los centros culturales que por excepción puedan gozar de 

los mismos beneficios.  

Para las instituciones educativas privadas que generen ingresos que por 

ley sean calificados como utilidades, puede establecerse la aplicación del 

impuesto a la renta”.  

• Artículo 74°: “Los tributos se crean, modifican o derogan, o se establece 

una exoneración, exclusivamente por ley o decreto legislativo en caso de 

delegación de facultades, salvo los aranceles y tasas, los cuales se 

regulan mediante decreto supremo. 

Los Gobiernos Regionales y los gobiernos Locales pueden crear, 

modificar y suprimir contribuciones y tasas, o exonerar de éstas, dentro 

de su jurisdicción, y con los límites que señala la ley (...)”. 

 

• Artículo 79°.- “(...) las leyes de índole tributaria referidas a beneficios o 

exoneraciones requieren previo informe del Ministerio de Economía y 

Finanzas. Sólo por ley expresa aprobada por dos tercios de los 

congresistas puede establecerse selectiva y temporalmente un 

tratamiento tributario especial para determinada zona del país”. 

Es así que a diferencia de la Constitución de 1979, nuestra Constitución vigente, 

establece la inafectación de impuesto a los bienes y servicios recaídos en 

actividades realizadas por las entidades educativas, lo que, en la doctrina, se 

conoce como “inmunidad tributaria”, la que consiste en la supresión del poder de 

gravar una manifestación de riqueza reconocida en una norma constitucional6 

(Beneficios Tributarios aplicados al Sector Educación, 2005).   

                                                           
6 NOVOA, Sandra Rojas y HERBOZO, Henry Brun Beneficios Tributarios aplicados al Sector 

Educación.  
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Según indican los citados autores, del análisis del artículo 19° de la Constitución 

se puede señalar que:  

• La inafectación constitucional recae únicamente sobre actividades 

educativas y siempre que sean desarrolladas por universidades, 

institutos superiores y centros educativos.  

• En relación al Impuesto a la Renta, dichas entidades educativas se 

encontraran gravadas en tanto generen utilidades 

• Se excluye a las entidades educativas estatales del campo de 

aplicación del impuesto a la Renta7.  

 

2.3) Del Amparo Residual: ¿Qué derechos protege?  

El proceso de amparo se encuentra regulado en el numeral 2 del artículo 200° 

de nuestra Constitución. Éste proceso tiene por finalidad regular los derechos 

recogidos en el indicado texto constitucional, que no se encuentre regulados por 

los otros procedimientos constitucionales8, en ese sentido, haciendo una 

interpretación extensiva del citado texto, se desprende que se protegen los 

derechos señalados en la Constitución, los que se encuentren en tratados 

internacionales ratificados por el Perú que versen sobre derechos humanos y los 

derechos conexos regulados en el artículo 3° del texto constitucional.   

Éste proceso ha seguido una suerte de transformación a lo largo de los años, 

pasando de un proceso  con carácter amplio, a uno alternativo, para finalmente 

consolidarse como uno de carácter residual, lo que se encuentra analizado en la 

Sentencia N° 0206-2005-PA/TC, donde se determina que para que el proceso 

de amparo sea viable se debe dar lo siguiente:  

a) Que no exista una vía judicial ordinaria que sea igualmente satisfactoria.  

b) Que es el demandante quien tiene que demostrar que el amparo es la vía 

idónea para la tutela de los derechos invocados, debiendo desvirtuar el 

carácter igualmente satisfactorio de las otras vías judiciales disponibles.  

                                                           
7 Ibídem.  
8 Vale decir Proceso de Habeas Corpus, Habeas Data, entre otros.  
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El profesor Francisco José Eguiguren Praeli, haciendo un análisis de lo que 

señala la citada sentencia, señala que el demandante debe demostrar 

fehacientemente la existencia de riesgo razonable de que la amenaza o 

vulneración del derecho fundamental devenga en irreparable, o que las otras 

vías no le ofrezcan una restitución del derecho similar al amparo. Es a partir de 

tal sustentación y acreditación, que el juez deberá decidir si la vía adecuada es 

el amparo o alguna otra judicial ordinaria o específica disponible9. 

Por lo expuesto, se puede inferir que se le ha dado al amparo un carácter residual 

con la finalidad de que, sea en otras vías jurisdiccionales donde se aplique 

correctamente la protección a los derechos constitucionales, siendo éstas las 

que deben velar por la correcta protección  de los mismos.  

2.4) Del Control Difuso:  

2. 4.a) Aplicación del control difuso:  

El tribunal constitucional ha señalado en el Expediente Nº 1680-2005-PA/TC  que 

el control judicial de constitucionalidad de las leyes es una competencia 

reconocida a todos los órganos jurisdiccionales para declarar la inaplicabilidad  

constitucional de la ley, con efectos particulares, en todos aquellos casos en los 

que la ley aplicable para resolver una controversia resulta manifiestamente 

incompatible con la Constitución, lo que es conocido como control difuso10.    

Asimismo, el Tribunal considera que,  “(…) teniendo en cuenta que la ley es 

expresión de la voluntad general representada en el Parlamento, la declaración 

de inconstitucionalidad debe considerarse como la última ratio a la que un Juez 

debe apelar.(…) En ese sentido señala que la necesidad de interpretar la ley con 

arreglo a la Constitución no sólo se presenta como una exigencia lógica y 

consustancial al carácter normativo de la Ley Fundamental, que de esta manera 

exige que el derecho infraordenado se aplique siempre en armonía con ella, sino 

también, en lo que ahora importa, como un límite al ejercicio del control judicial 

                                                           
9 EGUIGUREN PRAELI, Francisco José. (2012). El amparo como proceso residual en el Código 
Procesal Constitucional peruano: una opción riesgosa pero indispensable. Pensamiento 
Constitucional, 12, 225. 
10 EXP. N.º 1680-2005-PA/TC (Tribunal Constitucional 11 de Mayo de 2005).  
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de constitucionalidad de las leyes, que demanda de los jueces de toda sede y 

grado, procurar hasta donde sea razonablemente permisible, una interpretación 

de la ley que armonice con la Norma Suprema del Estado(…)”11.  

En ese sentido, debe tenerse en cuenta, que el control de constitucionalidad se 

realiza a raíz del análisis de un caso judicial, es decir, cuando ya se ha planteado 

un problema jurídicamente relevante que ha sido sometido al juez para su 

dirimencia. Consecuentemente, dicha función no puede realizarse fuera del 

ejercicio de lo que es propio del fuero jurisdiccional, pues los tribunales de justicia 

no son órganos que absuelvan opiniones consultivas en torno a la validez de las 

leyes. Tampoco órganos que resuelvan casos simulados o hipotéticos, ni entes 

académicos que se pronuncien sobre el modo constitucionalmente adecuado de 

entender el sentido y los alcances de las leyes12.  

También debe tenerse en cuenta que el control de constitucionalidad sólo podrá 

practicarse siempre que la ley de cuya validez se duda sea relevante para 

resolver la controversia sometida al juez. En ese sentido, el juez solo estará en 

actitud de declarar su invalidez cuando la ley se encuentra directamente 

‘relacionada con la solución del caso, término este último que no puede 

entenderse como circunscrito solo a la pretensión principal, sino que comprende, 

incluso, a las pretensiones accesorias que se promuevan en la demanda o se 

establezcan en la ley. 

Otro de los requisitos que señala la sentencia citada es que,  quien plantee al 

juez la realización del control judicial de constitucionalidad de la ley debe 

acreditar que su aplicación le ha causado o pueda causarle un agravio directo, 

pues, de otro modo, el juez estaría resolviendo un caso abstracto, hipotético o 

ficticio, lo que, como ya se ha señalado, no se encuentra dentro de los límites de 

aplicación del control difuso.  

Asimismo, señala que para que un planteamiento de tal naturaleza pueda 

realizarse en la vía de un proceso constitucional de amparo contra resoluciones 

judiciales, es preciso, primero, que su aplicación, sea real o futura, repercuta en 

                                                           
11 Ibídem.  
12 Ibídem.  
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el ámbito constitucional de algún derecho protegido por el citado proceso, y, de 

otro lado, que el afectado lo haya cuestionado oportunamente en el proceso 

ordinario, ya que de otro modo no sería posible atribuir al juez la lesión de alguno 

de los contenidos del derecho a la tutela procesal, en los términos del artículo 4º 

del Código Procesal Constitucional13. 

Así pues, el control difuso tampoco puede realizarse respecto de leyes o normas 

con rango de ley cuya validez haya sido confirmada por el Tribunal 

Constitucional, en el seno de un control abstracto de constitucionalidad. 

2.4.b) ¿Quiénes aplican el control difuso?  

El control difuso ha pasado, a lo largo de los  últimos años por un cambio en 

relación a quienes pueden aplicarlo.  

Es así que el Tribunal Constitucional reconoció a la administración pública la 

facultad de ejercer el control difuso, conforme lo expuso en la sentencia recaída 

en el expediente 3741-2004-AA/TC, donde se señalaron los presupuestos que 

debían concurrirse para el ejercicio de dicha facultad:  

a) Que sean tribunales u órganos colegiados administrativos que 

imparten “justicia administrativa” con carácter nacional y que tengan 

por finalidad la declaración de derechos fundamentales de los 

administrados. 

b) Que sea a pedido de parte, excepcionalmente cuando se trate de la 

aplicación de una disposición que vaya en contra de la interpretación 

que de ella haya realizado el Tribunal Constitucional o contradiga uno 

de sus precedentes vinculantes.  

c) Los órganos colegiados no pueden dejar de aplicar una ley o 

reglamento cuya constitucionalidad haya sido confirmada por el 

Tribunal Constitucional. 

                                                           
13 Al respecto, el citado artículo señala lo siguiente: “El amparo procede respecto de resoluciones 
judiciales firmes dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que comprende el 
acceso a la justicia y el debido proceso. Es improcedente cuando el agraviado dejó consentir la 
resolución que dice afectarlo (…)”.  
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Este último presupuesto no solo es límite para la aplicación del control difuso 

por los órganos administrativos, sino en general para cualquier otro.  

Sin embargo el Tribunal Constitucional mediante la sentencia recaída en el EXP. 

N.° 04293-2012-PA/TC, dejó sin efecto el precedente vinculante establecido en 

el año 2006 en el caso Salazar Yarlenque (Exp. Nº 03741-2004-

AA/TC, sentencia y aclaración) que confería a los tribunales y órganos 

colegiados de la Administración Pública con carácter nacional, la facultad de 

inaplicar normas contrarias a la Constitución. 

 

En consecuencia, al resolver casos concretos, los entes administrativos no 

tienen competencia ni facultad para controlar la constitucionalidad de la norma 

aplicable a un caso concreto (es decir, inaplicar la norma). Esto, sin perjuicio de 

la obligación que tienen de respetar, cumplir y defender la Constitución, los 

derechos fundamentales y bienes constitucionales. 

 

En ese sentido y teniendo en cuenta lo antes expuesto, ante una vulneración a 

las normas constitucionales corresponde acudir al proceso de amparo, ya que, 

las entidades administrativas no puedes hacer más que cumplir con lo que se 

encuentra señalado en la ley.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2014/04293-2012-AA.pdf
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3. ANÁLISIS DE LA SENTENCIA N° 02053-2013-PA/TC 

3.1. Resumen de la Sentencia N° 2053-2013-PA/TC  

El 2 de junio del 2016, el Pleno del Tribunal Constitucional emite pronunciamiento 

respecto del Recurso de Agravio Constitucional14 interpuesto por la Universidad 

Peruana de Ciencias Aplicadas (UPC)  y la Universidad Privada del Norte S.A.C. 

(UPN)15 en contra de la resolución emitida por la Primera Sala Civil de la Corte 

Superior de Justicia de Lima que declaró improcedente la demanda de amparo 

interpuesta contra la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria 

(SUNAT)16 , en la cual se pretendía ordenar el cese de los efectos de la Ley N° 

29766, cuestionándola por su carácter retroactivo.  

La citada resolución se sustenta en que la pretensión de los recurrentes no 

puede ser revisado en la vía constitucional de amparo al no apreciarse, según 

indica, violación a un derecho de manera cierta y de inminente realización, como 

lo dispone el artículo 2° del Código Procesal Constitucional17. 

Al respecto, en relación al rechazo liminar apreciable en el caso de análisis, el 

Tribunal sostiene, en principio, que la norma contra la cual se interpone la 

demanda  podría tener una incidencia desfavorable a los derechos 

constitucionalmente protegidos de los recurrentes, por lo que considera es una 

norma de carácter auto aplicativo18.  

Asimismo, señala  que la pretensión de los recurrentes tiene como finalidad la 

aplicación del control difuso por parte de las correspondientes instancias 

judiciales, hecho que no se dio, por lo que la aquella entidad consideró que se 

ha dado un incorrecto rechazo liminar, correspondiéndole admitir la causa y 

emitir pronunciamiento respecto del fondo de la controversia.  

                                                           
14 En adelante “R.A.C”.  
15 En adelante “los recurrentes”.  
16 En adelante la “Administración Tributaria”.  
17 Al respecto, el artículo 2 señala lo siguiente: “Los procesos constitucionales de hábeas corpus, 
amparo y hábeas data proceden cuando se amenace o viole los derechos constitucionales por 
acción u omisión de actos de cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier autoridad, 
funcionario o persona. Cuando se invoque la amenaza de violación, ésta debe ser cierta y de 
inminente realización. El proceso de cumplimiento procede para que se acate una norma legal o 
se ejecute un acto administrativo”. 
18 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.2016 Expediente N° 02053-2013. Sentencia: 2 de junio de 
2012. Consulta: 02/09/2016. (http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2016/02053-2013-AA.pdf).  

http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2016/02053-2013-AA.pdf
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En ese sentido, el Tribunal Constitucional considera que:  

(1) Pese a que la Administración Tributaria señala como argumento que al  

caso materia de análisis debe aplicarse la Norma VII del Título Preliminar del 

Código Tributario, la cual indica que la disposición que incluye beneficios 

tributarios debe señalar el plazo máximo de duración, caso contrario se 

entenderá otorgado por tres años, dicha entidad continuó aceptado las 

declaraciones presentadas por los recurrentes incluso hasta el año 2008.  

(2) Según el análisis realizado al artículo 2° del Decreto Legislativo N° 1087, 

el legislador entendía que para el año 2008, se encontraba vigente los beneficios 

tributarios previstos en el Decreto Legislativo N° 882, en consecuencia, también 

se encontraba vigente a la fecha en la que los recurrentes presentaron las 

declaraciones juradas anuales del Impuesto a la Renta del ejercicio 2009.   

(3) La precisión a la que hace referencia la Ley N° 29766, no se encuentra 

dentro de los alcances de una norma interpretativa, siendo que, por el contrario, 

pretende introducir un plazo especifico el cual tiene vigencia de manera 

retroactiva, plazo que no fue previsto en la ley que creo el beneficio tributario por 

reinversión en educación.  

(4) Que la citada ley no puede considerarse como una norma interpretativa 

sino por una que añade un límite temporal a la vigencia del crédito por reinversión 

y que reforma a la norma sustancia; siendo ello así, ésta atentaría lo establecido 

en el artículo 109° de la Constitución.  

(5) La Ley N° 29766, fue publicada en el Diario oficial El Peruano el 253 de 

julio de 2011, entrando en vigencia el 24 de julio  de 2011.  

(6) En virtud a lo señalado en el artículo 103° de la Constitución  y lo expuesto 

en los párrafos anteriores, considera que el legislador no podía disponer la 

caducidad retroactiva del crédito tributario.  

Por todo lo expuesto, el Tribunal declaró fundada la demanda presentada e 

inaplicable lo dispuesto en el artículo único de la Ley N° 29766 a los recurrentes.  
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3.2) ¿Por qué la Ley N° 29766 resulta inconstitucional?  

Luego de comentar el análisis efectuado en la sentencia del Tribunal 

Constitucional, corresponde hacer un análisis propio respecto de cómo se 

suscitaron los hechos en relación al beneficio de reinversión en educación a 

efectos de determinar, si  la ley resulta inconstitucional y por qué.  

3.2.a) Sucesión de los hechos:  

• Decreto Legislativo N° 882:  

El 9 de noviembre de 1996, mediante Decreto Legislativo N° 882 se crea 

la Ley de Promoción en inversión en la educación, cuya finalidad consiste 

en incentivar la inversión de servicios educativos,  otorgando para ello 

beneficios tributarios, así el artículo 13° del citado cuerpo legal establece 

lo siguiente:  

“(…) Artículo 13.- Las Instituciones Educativas Particulares, que reviertan 

total o parcialmente su renta reinvertible en sí mismas o en otras 

Instituciones Educativas Particulares, constituidas en el país, tendrán 

derecho a un crédito tributario por reinversión equivalente al 30% del 

monto reinvertido.  

La reinversión sólo podrá realizarse en infraestructura y equipamientos 

didácticos, exclusivos para los fines educativos y de investigación que 

corresponda a sus respectivos niveles o modalidades de atención, así 

como para las becas de estudios. Mediante Decreto Supremo se aprobará 

la relación de bienes y servicios que serán materia del beneficio de 

reinversión. 

Los bienes y servicios adquiridos con las rentas reinvertibles serán 

computados a su valor de adquisición, el cual en  ningún caso podrá 

ser mayor al valor de mercado. Tratándose de bienes importados, se 

deducirán los impuestos de importación si fuere el caso. 

Los programas de reinversión deberán ser presentados a la autoridad 

competente del Sector Educación con copia a la SUNAT con una 

anticipación no menor a 10 días hábiles al vencimiento del plazo para la 
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presentación de la Declaración Jurada Anual del Impuesto a la Renta. Los 

referidos programas de reinversión se entenderán automáticamente 

aprobados con su presentación. 

La aprobación  a que se refiere el párrafo anterior es sin perjuicio de la 

fiscalización posterior que pueda efectuar la SUNAT. 

Las características de los programas de reinversión, así como la forma, 

plazo y condiciones para el goce del beneficio a que se refiere el presente 

artículo, se establecerán en el Reglamento (…)”. (Resaltado nuestro)  

En ese sentido, puede entenderse que dicho beneficio se dió con la 

finalidad de promover la inversión del sector educación, así mismo, se 

puede entender que,  los programas de reinversión eran oportunamente 

comunicados a la Administración Tributaria, dentro del plazo para la 

presentación de la declaración jurada anual de cada ejercicio tributario. Al 

respecto, es preciso señalar que la indicada norma señala que dichos 

programas se entendían automáticamente aprobados con la sola 

presentación de los mismos, siendo ello susceptible de ser fiscalizado, 

fiscalización que debe entenderse en el sentido de si se había efectuado 

el correcto cálculo del beneficio materia de análisis, no siendo, de ninguna 

forma, susceptible de interpretación en el sentido de si dicho beneficio se 

encontrara vigente con posterioridad.  

• Decreto Legislativo N° 1087:  

La norma publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 28 de junio del 

2008, y señala lo siguiente:  

“(…) Artículo 2°.- Fomento a la articulación entre la actividad productiva y 

la formación técnica y profesional permanente.  

El Estado fomenta la articulación entre la actividad productiva y la 

formación técnica y profesional permanente, propiciando vínculos entre 

las empresas y las instituciones educativas públicas y privadas, con el fin 

de impulsar la innovación científica y tecnológica, la mejora de la calidad, 
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el desarrollo de las capacidades y la formación especializada de recursos 

humanos competitivos. 

Los Centros de Educación Técnico Productiva e Institutos 

Superiores Tecnológicos Privados que desarrollen actividades de 

Formación Técnica Profesional en las áreas económicas-productivas 

de Agroindustria, Metalmecánica, Gas, Energía, Minería, Pesquería y 

Artesanía, que se encuentren dentro de los alcances de los beneficios 

tributarios establecidos en el Decreto Legislativo N° 882, estarán 

exceptuados de lo dispuesto en el segundo párrafo del numeral 3.1 

del artículo 3° del Decreto Legislativo N° 977 (…)” 

El Decreto Legislativo N° 977, al que se hace referencia, señalaba el  

marco para la dación de exoneraciones, incentivos o el beneficios 

tributarios, el mismo que  fue declarado inconstitucional por la  Resolutivo 

2 del Expediente N° 00016-2007-PI-TC , publicada el 16 abril 200919.  

• Ley N° 29766:  

Posteriormente, el 15 de julio del 2011, se emitió la norma antes citada, 

que señala lo siguiente: 

“Artículo único: Precisase que los beneficios tributarios a los que hace 

referencia el artículo 2 del Decreto Legislativo 1087, Decreto Legislativo 

que aprueba Normas en Educación para el Mejor Aprovechamiento de los 

Acuerdos de Promoción Comercial, respecto de aquellas entidades 

educativas que no han sido incluidas en dicho artículo, caducaron a 

la entrada en vigencia del Decreto Legislativo 1087 y respecto del 

impuesto a la renta al 31 de diciembre del ejercicio 2008 por tratarse de 

un tributo de periodicidad anual. 

Los beneficios tributarios establecidos en el Decreto Legislativo 882, 

Ley de Promoción de la Inversión en la Educación, y ratificados en el 

                                                           
19  Lo que no es materia de análisis en el presente trabajo, sin embargo, se consideró 

necesario señalarlo.  
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artículo 2 del Decreto Legislativo 1087, para los centros de educación 

técnico productiva e institutos superiores tecnológicos privados 

precisados en la citada norma, se sujetan a los términos y plazos de la 

norma VII del título preliminar del Código Tributario.” (Resaltado 

nuestro) 

Al respecto debe indicarse que, la citada norma no señala cuando va a 

entrar en vigencia la  misma. 

3.2.b)  Análisis de los hechos:  

De acuerdo a lo señalado líneas arriba, la Ley N° 29766, señala que, entre otros 

beneficios, el Beneficio a la Reinversión en Educación estuvo vigente hasta el 31 

de diciembre de 2008.  

De lo señalado se tienen dos posiciones, la primera que el legislador pretende 

que la citada norma sea considerada como una interpretativa; y la segunda, que 

radica en señalar que la norma tiene un fin retroactivo respecto al crédito por 

reinversión en educación. En ese sentido, corresponde sustentar cuál de las dos 

posiciones nos parece la más adecuada.  

Somos de la opinión de que la Ley N° 29766, materia de análisis, tiene un 

carácter retroactivo, argumento que será sustentado en los siguientes párrafos: 

La Sentencia N° 0002-2006-PI/TC señala que las normas interpretativas tienen 

por finalidad fijar el sentido de una norma dictada con anterioridad, en ese 

contexto, la norma interpretada con la interpretativa tienen la misma relación, 

siendo así que la norma interpretativa tendrá vigencia desde el momento que la 

norma interpretada se encontraba vigente.  

Indica la citada sentencia que el Poder Legislativo, a través del Congreso, se 

encuentra en la facultad de, entre otros, interpretar, leyes y/o resoluciones 

legislativas20, siendo que para que ello se debe cumplir con los siguientes 

requisitos:  

1. Debe referirse expresamente a una norma legal anterior 

                                                           
20 Lo que se encuentra señalado en el numeral 1 del artículo 102° de la Constitución Política.  
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2. Debe fijar el sentido de dicha norma anterior enunciando uno de los 

múltiples significados plausibles de la norma interpretada, el cual pasa, 

por decisión del propio legislador, a ser el significado auténtico que 

excluye las demás interpretaciones de la norma anterior. 

3. No debe agregarle a la norma interpretada un contenido que no estuviera 

comprendido dentro de su ámbito material21. 

Estando a lo expuesto corresponde analizar los pasos para determinar si la Ley 

N° 29766 cumple con los requisitos antes mencionados.  

En ese sentido, la norma analizada no encaja dentro del concepto de una norma 

de carácter interpretativo, toda vez que ésta regula un aspecto que no había sido 

previsto en el Decreto Legislativo N° 1057, siendo que éste decreto no señala el 

plazo de vigencia de los beneficios tributarios no contemplado en dicho decreto, 

aspecto que quiere, la Ley  N° 29766, ser visto como una interpretación. 

Que de lo expuesto se desprende que dicha norma no cumple con el tercer 

requisito señalado  en los párrafos precedentes a efectos de establecer si una 

norma resulta de carácter interpretativo o no,  por tal fundamento, aquella norma 

no puede ser considerada como una interpretativa y, por el contrario, debe ser 

considerada como una norma que vulnera el principio de irretroactividad de las 

normas contemplado en la Constitución Política de Perú de 1993.  

En relación a ello, la norma materia de análisis pretende señalar la caducidad, 

de, entre otros beneficios, el del Beneficio por Reinversión en Educación, 

aprobado por el Decreto Legislativo N° 882, a la fecha de entrada en vigencia 

del Decreto Legislativo N° 1087, esto es, de manera retroactiva, siendo la ley 

publicada el 23 de julio de 2011, y el citado Decreto Legislativo N° 1087el 28 de 

junio de 2008, apreciándose, de ésta forma, que la citada ley fue publicada con 

posterioridad a la vigencia del de señalado decreto.  

Ahora bien, el principio de irretroactividad de normas, se encuentra íntimamente 

vinculado al de seguridad jurídica, el cual garantiza el derecho de contar con un 

                                                           
21 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL (2012). Expediente N° 0002-2006-PI/TC. Sentencia: 16 de 
mayo de 2007. Consulta: 02/09/2016. (http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2007/00002-2006-
AI.html#_ftnref9).  

 

http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2007/00002-2006-AI.html#_ftnref9
http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2007/00002-2006-AI.html#_ftnref9
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ordenamiento jurídico que brinde predictibilidad y certeza a las decisiones de los 

poderes públicos22.  

En ese sentido retrotraer los efectos de la Ley N° 29766 a la entrada en vigencia 

del Decreto Legislativo N 1087, violenta el principio constitucional de 

irretroactividad de las normas, y al de seguridad jurídica  al pretender la 

aplicación de sus efectos a ejercicios fiscales en los que no se encontraba 

vigente, encontrándose éstos hechos pasados y consumados.  

Es necesario señalar que si bien los beneficios tributarios se tienen como 

vigencia un plazo de tres años, según lo establecido en el artículo VII del Código 

Tributario, en caso la norma que los crea no señalé su vigencia de manera 

expresa, como el caso del Beneficio por Reinversión en Educación, la norma que 

indique su caducidad, debe respetar los principios de irretroactividad, y en caso 

se quiera aplicar el primer plazo señalado, la entidad competente deberán 

adoptar todas las medidas normativas necesarias a efectos de no dejar de 

manera incierta hasta cuándo determinados beneficios tributarios se encuentran 

vigentes, lo que no ha sucedido en el presente caso. Por ello, es necesario tener 

en cuenta lo indicado.  

3.3. La acción de amparo como instrumento jurídico idóneo para 

inaplicar la Ley  N° 29766  

De acuerdo  a lo previamente expuesto en el marco normativo del presente 

trabajo, se entiende que el proceso de amparo es la vía idónea para inaplicar la 

Ley N° 29766 porque, en principio, el caso se encuentra dentro de los 

presupuestos para la procedencia del proceso de amparo.  

Asimismo, teniendo en cuenta que éste proceso tiene como una de sus 

finalidades es  reponer las cosas al estado anterior a la vulneración del derecho, 

permite inaplicar una norma a un caso en concreto, pudiendo de ésta forma 

resarcir los perjuicios ocasionados, lo que no sucede con el proceso de 

inconstitucionalidad, pues este, tiene como consecuencia, el dejar sin efecto una 

                                                           
22 Ibidem.  
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norma a partir de la expedición  de la sentencia, no siendo aplicable para los 

casos anteriores a ésta.  

De allí la importancia del proceso de amparo, pues, en el caso analizado, se 

quiere que las consecuencias de la Ley  N° 29766 no generen perjuicios y 

vulneración a  los derechos invocados en el R.A.C. presentado por los 

recurrentes.  
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4. CONCLUSIONES 

 

- La Ley N° 29766 no puede ser considerada como una norma 

con carácter interpretativo, pues de su lectura se advierte que 

ésta analiza hechos no señalados en la norma que intenta 

interpretar, no cumpliendo, de ésta forma, con los requisitos de 

las normas interpretativas.  

- La Ley N° 29766 es una norma que vulnera el principio de 

irretroactividad contemplado en la Constitución Política de 

nuestro país, al indicar efectos retroactivos respecto del plazo 

de caducidad de los beneficios tributarios por reinversión en 

educación  

- El proceso de amparo permite la inaplicación de la Ley N° 29766 

y que se restituyan los hechos al estado anterior al vulneración 

al principio de irretroactividad, en un caso en particular  

- El proceso de inconstitucionalidad, no es la vía idónea para el 

caso analizado, por cuanto no permite que se inapliquen la 

norma para los años en los que según señala ésta, ya no se 

encontraría vigente el beneficio por reinversión en educación, 

siendo que de utilizarse este proceso solo se generarían 

consecuencias futuras a la expedición de la sentencia.  

- Teniendo en cuenta que, en la actualidad el control difuso solo 

lo aplica el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional, cuando 

se aprecie que una norma contravenga lo dispuesto en la 

Constitución, corresponde recurrir a los procesos 

constitucionales, como una vía efectiva.   
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5. RECOMENDACIONES  

 

- Es necesaria el adecuado manejo de la vigencia de los 

beneficios tributarios, en ese sentido, debe señalarse dentro de 

un plazo oportuno, la vigencia de éstos, caso contrario, se 

caería en engorrosos problemas de interpretación, que solo 

perjudican al contribuyente y generar un estado incertidumbre 

respecto del proceder de determinadas entidades del Estado. 

 

- Los diferentes órganos encargados de administrar justicia, 

deben hacen un estudio minucioso cuando se alegue 

vulneración a derechos y/o principios constitucionales, pues, 

son ellos, quienes también ejercen el control difuso, y es 

necesario, que sepan aplicarlo a determinados casos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



29 
 

 

BIBLIOGRAFÍA:  

1. Fuentes legislativas:  

- Constitución Política de 1993, enero de 1993. 

- Código Procesal Constitucional, Ley Nº 28237, publicado el 1 de junio 

de 2004, entró en vigencia el 1 diciembre de 2004. 

- Decreto Legislativo N° 882, entró en vigencia el  

- Decreto Legislativo N° 1057 

- Ley N° 29766 

 

2. Libros consultados:   

- EGUIGUREN PRAELI, Francisco José. (2012). El amparo como 

proceso residual en el Código Procesal Constitucional peruano: una 

opción riesgosa pero indispensable. Pensamiento Constitucional. 

- ROJAS, Sandra y HERBOZO, Henry Brun. Beneficios Tributarios 

aplicados al Sector Educación. Novoa, 2005. Actualidad Empresarial.  

- VILLANUEVA, Clara Karina. Los beneficios tributarios: exoneración, 

inafectación, entre otros. 2011. Actualidad Empresarial.  

- VILLEGAS, Héctor. Curso de Finanzas, Derecho Financiero y 

Tributario. 8 Edición. Editorial Astrea. 

3. Sitios web:   

-  Tribunal Constitucional: http://www.tc.gob.pe 

-  Poder Judicial: https://www.pj.gob.pe/ 

4. Anexo:  

- Sentencia N° 2053-2013-PA/TC 

 

 

 

 

 

http://www.tc.gob.pe/
https://www.pj.gob.pe/


30 
 

ANEXO : SENTENCIA N° 2053-2013-PA/TC 
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